
 
  

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A DIVERSAS AUTORIDADES 

LOCALES Y FEDERALES A INVESTIGAR POSIBLES ACTOS DE CORRUPCIÓN DENUNCIADOS 

CONTRA INDIRA VIZCAÍNO SILVA, A CARGO DE LA DIPUTADA CLAUDIA VALERIA YÁÑEZ 

CENTENO Y CABRERA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

La que suscribe, diputada Claudia Valeria Yáñez Centeno y Cabrera, del estado de Colima e integrante del 

Grupo Parlamentario de Morena a la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en 

lo dispuesto en el artículo 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 1, fracciones I y II, del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, somete a la consideración de esta honorable asamblea, la presente proposición con punto 

de acuerdo, al tenor de las siguientes: 

Consideraciones 

Primera. El mayor problema que enfrenta nuestro país y por supuesto el Estado de Colima, como herencia de 

los anteriores gobiernos, es sin duda el fenómeno de la corrupción, por lo que resulta imperativo combatirla 

convirtiéndola en el eje central de la política pública de los tres órdenes de gobierno. La omisión por parte de 

las autoridades encargadas del esclarecimiento de actos de corrupción que les son planteados, también puede ser 

susceptible de convertirse en corrupción al generar impunidad. 

En 2017, un grupo de ciudadanos del municipio de Cuauhtémoc del Estado de Colima, comprometidos con la 

honestidad, la transparencia y la rendición de cuentas, presento una denuncia penal en contra de la ex alcaldesa 

durante los años 2012-2015, Indira Vizcaíno Silva, por presuntos actos de corrupción al autorizar el intercambio 

de un terreno de 7 hectáreas en el fraccionamiento residencial llamado “Altozano”, por predios rústicos cuyos 

valores comerciales fueron inferiores, lo que provocó un daño patrimonial a la Hacienda Pública Municipal por 

alrededor de 100 millones de pesos. 

Es de señalar, que la denuncia se presentó ante la entonces Procuraduría hoy Fiscalía General de Justicia del 

Estado, la cual fue radicada en la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, pero hasta la fecha se 

encuentra en espera de que se concluya la integración de la carpeta de investigación y esta sea consignada ante 

el Supremo Tribunal de Justicia del Estado, para que determine el o los delitos a perseguir. 

Al respecto, el 15 de noviembre de 2016, diputados del grupo parlamentario del PAN e integrantes de la 

Quincuagésima Octava Legislatura del H. Congreso del Estado de Colima, aprobaron una proposición con 

punto de acuerdo, por el que se exhortaba al Órgano Superior de la Auditoria y Fiscalización Gubernamental del 

Estado, a que llevará acabo una Auditoría excepcional sobre la Permuta de las áreas de sesión para destino del 

fraccionamiento “Altazano”, llevada a cabo entre la ex alcaldesa Indira Vizcaíno Silva, Presidenta Municipal de 

Cuauhtémoc en el periodo 2012-2015 y la empresa denominada Invercol, SA de CV, sustentado dicho acuerdo 

bajo las siguientes argumentaciones: 

“1. El 21 de noviembre de 2009, se publicó en el periódico Oficial “El Estado de Colima” el Programa 

Parcial de Urbanización del Fraccionamiento denominado “ALTOZANO”, con superficie de 155-97-97.598, 

en el cual se previó la asignación del área de sesión para destino (espacios verdes abiertos) con superficie de 

69,515.00 M2. en dos lotes: 

1. Lote conclave catastral 05-06-82-050-002, con superficie 25,080.37 m2. 

2. Lote conclave catastral 05-06-82-050-002, con superficie 44,435.09 m2. 

En la octava sesión pública ordinaria del 8 de marzo de 2013, en el punto VII del orden del día, se autorizó el 

proyecto de convenio de sustitución de áreas de cesión a celebrarse por el Municipio e Invercol, SA de CV, y a 



 
  

su vez la aprobación de la desincorporación del patrimonio de los inmuebles entregados anteriormente en 

cesión, el cual fue aprobado por unanimidad. 

El Osafig formuló las recomendaciones al Municipio de Cuauhtémoc, para garantizar el cumplimiento de los 

fines públicos de las áreas de cesión y su equiparación al valor comercial de las mismas, en caso de considerar 

necesaria y justificada la substitución de las áreas de cesión, destacándose, entre otras: 

2. El valor de los predios a sustituir, tomando en consideración la urbanización que se les realizará, debe ser 

equiparable al valor comercial de los predios que comprenden las áreas de cesión para destino originalmente 

previstos en el “PPU Altozano”. Dicho valor debe ser realizado por un perito reconocido y aceptado por el 

Ayuntamiento. Como lo prevé el artículo 298 de la Ley de Asentamientos Humanos del Estado de Colima.” 

“En general, el Municipio deberá realizar las acciones necesarias para garantizar que los predios substituidos 

se equiparen en valor comercial con los originalmente aprobados en el “PPU Altozano” y su destino o uso sea 

a fines públicos.” 

Sin embargo y no obstante de la recomendación del Osafig, con fecha 12 de marzo de 2013, el municipio de 

Cuauhtémoc, representado por la Lic. Indira Vizcaino Silva, Juan Manuel Preciado Barbosa, Ana Bertha 

Zamora Prieto, en su carácter de Presidenta, Sindico y Secretaría Municipal, signó convenio con la Empresa 

Mercantil Invercol, SA de CV, representada por el C. Francisco Brun González, en el cual se convino las áreas 

de cesión con la determinación del valor realizado a los predios a). Lote conclave catastral 05-06-82-050-002, 

con superficie 25,080.37 m2 y b). Lote conclave catastral 05-06-82-050-002, con superficie 44,435.09 m2, por 

el avalúo practicado (Aguirre Sato S.C. (José Luis Aguirre Avalos) quien determinó el valor del predio 

agropecuario (breña) lo que arrojó un valor de $10’752,000.00 y no, el avalúo comercial sobre los bienes 

inmuebles, a valor comercial tomando en cuenta “la urbanización” que debe tener, señalada en el PPU y el 

proyecto ejecutivo, como lo determina expresamente el artículo 298 de la Ley de Asentamientos Humanos del 

Estado, que señala: 

“Artículo 298. En los casos previstos en el artículo anterior, si conforme al Programa Parcial de 

Urbanización de la zona, se establece que las áreas de cesión para destinos, no representan una mejora 

efectiva a los fines públicos, ya sea por su extensión limitada o en consideración de los destinos y servicios 

ya disponibles, se podrá substituir la entrega de determinadas áreas de cesión para destinos, en forma total o 

parcial, por el pago del valor comercial que correspondería al terreno ya urbanizado, mediante avalúo 

realizado por perito reconocido y aceptado por el Ayuntamiento, previa opinión de la Comisión Estatal. Estos 

recursos se aplicarán a la adquisición de predios para equipamiento urbano o su mejoramiento, en la misma 

colonia, barrio o zona donde se localice el predio.” 

Determinado el valor de las áreas de sesión, se permutó el predio por otros tres predios colindantes con la zona 

urbana de la cabecera municipal, como se señala: 

Predio 

1. Parcela 182 Z-4 p1 (al sur de la colonia San Jerónimo) Armando Alcaraz Méndez. 

2. Una fracción de parcela 183 Z-4 p1 (al sur de la colonia San Jerónimo) Armando Alcaraz Méndez. 

3. Una fracción del predio. Colindante panteón municipal. Enrique Silva Sánchez. 

El valor por metro cuadrado asignado a las área permutadas es de $154.00; sin embargo, de los recibos del 

cobro del Impuesto Predial de predios dentro del fraccionamiento altozano, se desprende el valor catastral 



 
  

asignado al terreno, obteniéndose promedios de $1,500.00 metro cuadrado, por lo que resulta inferior la 

determinación del valor de las superficie permutada (áreas de donación), por lo que estamos hablando de 

subprecio de los terrenos donados de $1346 pesos por metros cuadrado que al hacer la multiplicación por los 

69,515.00 metros cuadrados nos da una subvaloración por un posible daño patrimonial a la hacienda municipal 

por $93,567,190 (noventa y tres millones quinientos sesenta y siete, ciento noventa pesos). 

De igual forma, no se encontró en los registros patrimoniales, la incorporación de los predios sustituidos a favor 

del Municipio, las escrituras que amparen la propiedad de los predios a favor del mismo, e incluso cabe aclarar 

que el Osafig, notifico en su momento la observación F43 al Ayuntamiento de Cuauhtémoc, pero dicha 

observación extrañamente desapareció del informe de resultados de la auditoria de la Cuenta Pública, lo antes 

descrito representa un probable daño a la hacienda municipal por $93, 567,190 (noventa y tres millones 

quinientos sesenta y siete, ciento noventa pesos), cantidad que resulta trascendental máxime si tomamos en 

cuenta que los ingresos presupuestados por el municipio de Cuauhtémoc para el año 2016 fue de 

$91,906,523.30 (noventa y un millones, novecientos seis mil, quinientos veintitrés pesos 30/100)”. 

No obstante lo anterior, hasta la fecha se desconoce qué ocurrió con la referida auditoría excepcional solicitada 

por el Congreso del Estado de Colima al Órgano Superior de Auditoría y Fiscalización de Gubernamental en el 

caso que nos ocupa, la información extra oficial que se cuenta, es que el expediente inherente a este caso, se 

encuentra extraviado y bueno, el rotativo de circulación local denominado “Diario de Colima”, en su edición del 

día 6 de octubre de 2018, dio cuenta, de que ya en la actual Legislatura estatal, se ordenó tirar a la basura 

diversa documentación oficial, no quiero pensar que en la misma se incluyera el citado expediente, lo que 

representaría un acto más de corrupción. 

Segunda. El 26 de abril de 2018, en el Senado de la República se presentó un punto de acuerdo de urgente 

resolución de la Senadora María del Carmen Ojesto Martínez Porcayo, del grupo parlamentario del Partido del 

Trabajo, por el que se “exhorta al Gobernador del Estado de Colima, a fin de que excite los órganos de justicia 

en contra de Indira Vizcaino Silva, como presunta responsable del desvío de recursos estimados en más de 100 

millones de pesos, en agravio de la Hacienda del Municipio de Cuauhtémoc del Estado de Colima, cuando se 

desempeñó como Presidenta Municipal durante el trienio 2012-2015”, sustentado dicho acuerdo bajo las 

siguientes argumentaciones: 

“Los ciudadanos de Cuauhtémoc del Estado de Colima, presentaron una denuncia de hechos ante la 

Procuraduría General de Justicia del Estado de Colima (PGJE) en contra de Indira Vizcaíno Silva, y de algunos 

funcionarios que la acompañaron cuando se desempeñó como presidenta municipal de Cuauhtémoc en el trienio 

2012-2015 por presunto daño a la hacienda municipal por un monto estimado de 95 millones de pesos. 

Lo anterior porque durante el periodo en el que fue presidenta municipal de Cuauhtémoc autorizó que las casi 7 

hectáreas que el fraccionamiento exclusivo Altozano debió ceder al Ayuntamiento de Cuauhtémoc fueran 

cambiadas por un predio en otra zona con un valor comercial diez veces inferior, lo que representó un probable 

daño a la hacienda pública por 95 millones de pesos. 

La denuncia de hechos se presentó el pasado 06 de noviembre de 2017, ante la Mesa Única del Ministerio 

Público en el municipio de Cuauhtémoc y quedó registrada con el expediente 695/17. El documento menciona 

que esta denuncia se interpuso por los presuntos actos que se cometieron en contra de los habitantes del 

municipio de Cuauhtémoc. 

Los ciudadanos que interpusieron la denuncia nombraron como representante común para que atienda el caso al 

ciudadano Rafael Romero Verduzco. Por su parte, la comisaria de la población de El Cóbano, Eva Angelina 

Álvarez Hernández, entrevista con la empresa televisiva Mega noticias, señaló “que la población no puede 

permitir que los gobiernos sigan abusando de la gente”. 



 
  

“Nos tenemos que organizar como pueblo y no podemos permitir que quien esté en el gobierno venga y 

desfalque, eso no puede pasar, por eso estamos en un México como en el que estamos y debemos organizarnos 

y dejar el miedo a un lado”. 

Confirmó que ella junto con otros ciudadanos interpuso la denuncia en contra de Indira Vizcaíno Silva y 

expresó que estarán pendientes de que se proceda conforme a derecho. 

Al respecto comentó, que fueron demandados la empresa Invercol, SA de CV,, la Dirección del Registro 

Público de la Propiedad y el Comercio del Estado de Colima, y el Órgano Superior de Auditoria y Fiscalización 

Gubernamental del Estado de Colima (Osafig). 

Señaló como terceros perjudicados la Asociación de Condóminos de Altozano, el Cuerpo Edilicio del periodo 

constitucional 2012-2015 encabezado por Indira Vizcaíno Silva, les resulta de su participación en todo el 

proceso de autorización de la Modificación del Plan Parcial de Urbanización del Fraccionamiento Altozano. El 

Secretario del Ayuntamiento 2012-2015, por su participación y firma de certificación, porque lo que le 

resultaría una responsabilidad por el levantamiento del Acta de la sesión ordinaria N°8 que contiene el acuerdo 

de cabildo 08/03/13. La Osafig por su recomendación dirigida a Indira Vizcaíno Silva, el 07/03/13 oficio 

038/13, respecto a la sustitución de las áreas de cesión, la cual no fue atendida. La Dirección de Planeación, 

Desarrollo Urbano y Obras Públicas y Secretario Técnico del Consejo Consultivo de Desarrollo Urbano, ambos 

del Ayuntamiento de Cuauhtémoc, le resulta por su participación en el levantamiento del Acta del Consejo 

Consultivo de Desarrollo Urbano del 09/10/15, que contiene la “Modificación al Programa Parcial de 

Urbanización Altozano”, y la emisión del oficio DUYOP-117/12/10/15 dirigido a Indira Vizcaíno Silva en su 

calidad de Presidenta de la Comisión de Desarrollo Urbano y Obras Públicas, donde se le solicita la aprobación 

y publicación del Acto impugnado. 

Indicó que, en el contenido del acta del Consejo Consultivo de Desarrollo Urbano, de fecha 09/10/15, no se 

desprende que dicho Consejo haya aprobado la “Modificación al Programa Parcial de Urbanización Altozano”. 

En este mismo tenor, le resulta responsabilidad a la Dirección de Regulación, Ordenamiento Territorial y 

Desarrollo Urbano del Estado de Colima, y a la Secretaria de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano del 

Gobierno del Estado de Colima. Al Perito Valuador, le resulta por posible pérdida de su Patente, dado que el 

10/12/12 emitió un avaluó sobre los terrenos de cesión Altozano, sin contar con la autorización del Cabildo”. 

Conforme a los datos documentales descritos, es inaceptable tolerar los actos de corrupción en cualquier nivel 

de gobierno, por lo que como ciudadanos y como servidores públicos es nuestro deber, no sólo implementar 

acciones necesarias para evitar que se cometan este tipo de actos, sino exigir a las autoridades competentes el 

esclarecimiento de los hechos, a fin de que se deslinden responsabilidades y en su caso, se impongan las 

sanciones que conforme a derecho correspondan. 

El ejercicio del poder público en el Estado de Colima, es inoperante para cumplir con su función primaria de dar 

seguridad y justicia a los ciudadanos de la entidad. 

La incompetencia del Ejecutivo, Legislativo y Judicial, para establecer una estrategia de seguridad y justicia 

como quedó expuesto en un informe reciente de la Auditoria del Congreso, (Osafig), ha provocado el colapso 

institucional del Estado de Colima y una crisis humanitaria de gran envergadura. Hoy en los reportes sobre el 

tema de seguridad en los primeros meses de 2018, Colima se sostiene desde el inicio de esta administración en 

primer lugar como el estado más violento. 

El caso Indira-Altozano, es un hecho de alta corrupción política que involucra a varios actores sociales, 

empresariales y gubernamentales y por lo visto hasta los aparatos de justicia. “Durante la ratificación de la 



 
  

denuncia, a la hora que se presentaron los demandantes ante el Ministerio Público, advertía de la situación que 

podrían enfrentar, y preguntaba que si ya estaba enterada a Indira Vizcaíno Silva que iban a ratificar”. 

Comulgo con el ideario político del Licenciado Andrés Manuel López Obrador, Presidente Constitucional de 

los Estados Unidos Mexicanos, ¡al margen de la ley, nada; por encima de la ley, nadie! 

Tercera. En el Estado de Colima se vive una creciente inconformidad social manifestada por ciudadanos y 

diversos sectores de la sociedad colimense, quienes solicitan la destitución de la Lic. Indira Vizcaíno Silva, 

quién actualmente funge como Delegada Estatal de Programas para el Desarrollo, 

La citada funcionaria federal es señalada por el manejo de los programas sociales federales a su cargo a 

discreción y con un interés electorero. Otorga o niega becas a jóvenes a su criterio, engañado a adultos mayores 

a quienes no ha entregado los subsidios a que tienen derecho, estas son las denuncias que manifiesta varios 

ciudadanos colimenses. 

Otra de las anomalías, de la cual es señalada Vizcaíno Silva, es su intervención en el proceso de elección del 

presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Colima, en el Congreso del Estatal. Además, es 

acusada de impulsar la candidatura de Adriana Ruiz Visfocri, quien cuenta con un historial oscuro, cuyo 

objetivo principal es apropiarse de la gubernatura del estado en 2021. 

En ese contexto es necesario atender los señalamientos de la ciudadanía por la presunta comisión de actos de 

corrupción efectuados por servidores públicos del estado, con la finalidad de erradicar esa práctica que tanto ha 

perjudicado al país. 

Para ello, es necesario efectuar acciones concretas orientadas a combatir el desvío de recursos, la concesión de 

beneficios a cambio de gratificaciones, así como el aprovechamiento del cargo o función en beneficio personal 

o de un grupo, por encima del bienestar de una sociedad, que hoy más que nunca demanda que el poder se 

desempeñe con estricto acatamiento al orden legal. 

Por lo anterior, someto a la consideración de esta Honorable asamblea los siguientes 

Puntos de Acuerdo 

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, solicita respetuosamente al Órgano 

Superior de la Auditoría y Fiscalización Gubernamental del Estado de Colima, haga públicos los avances en el 

cumplimiento al punto de acuerdo número 171, aprobado por el Congreso Estatal, el 15 de noviembre de 2016, 

en el que se le “exhortaba a que realizará una auditoria excepcional de la Permuta de las Áreas de Sesión para 

destino del fraccionamiento Altozano, entre el Municipio de Cuauhtémoc e Invercol, SA de CV”, durante la 

gestión de la ex alcaldesa la licenciada Indira Vizcaíno Silva como presidenta del municipio de Cuauhtémoc de 

2012-2015. 

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión exhorta respetuosamente a la Fiscalía 

General de Justicia y al Fiscal Especializado en Combate a la Corrupción del Estado de Colima, realice con 

celeridad a las investigaciones y hagan público el estado que guarda las denuncias presentadas ante la Mesa 

Única del Ministerio Público en el municipio de Cuauhtémoc con número de expediente 695/17, por el desvío 

de recursos públicos estimado en 100 millones de pesos en agravio de la hacienda pública del Municipio de 

Cuauhtémoc durante la gestión de los años 2012-2015. 

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, exhorta respetuosamente a la Secretaría 

de la Función Pública, conforme a sus atribuciones legales, investigue los señalamientos y denuncias de 



 
  

diversos sectores de la sociedad colimense, por posibles actos de corrupción atribuidos a la licenciada Indira 

Vizcaíno Silva, delegada estatal de Programas para el Desarrollo del Estado de Colima, por la indebida 

aplicación de los recursos federales en los programas sociales a su cargo. 

Cuarta. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, exhorta respetuosamente al Coordinador 

General de Programas Integrales de Desarrollo a que conmine a sus delegados estatales a dejar de utilizar los 

programas sociales de manera facciosa, personal y con fines electoreros para beneficiar a algún candidato afín, a 

la elección interna de algún partido político o a favor del registro de nuevos institutos políticos en el estado de 

Colima. 

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, martes 24 de 

septiembre de 2019. 

Diputada Claudia Valeria Yáñez Centeno y Cabrera (rúbrica) 

 


